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mental. proclama el mencipnado articulo 24. número 1, de. la C.E.,
no sólo para los que pueden adoptar la posición actara en el
proceso, sino además para-' los demandado~ Ese derecho se
quebraría como nos indica la Sentencia número 50/1985, de-29de
marzo, si el proceso pudiera seguirse sin 'Que los favorecidos por el
acto impugnado tuvieran conocimiento de la existencia del proceso
y se vieran privados. realmente, de desplegar los medios legales
suficientes para su defensa. En suma, el emplazamiento es un acto
ordenado a esa defensa. Y. en definitiva, a la tutela judicial, de
modo que si siguiera un proceso sin hacerse esta llamada al mismo,
o la modalidad de emplazamiento no sirviera a dar conocimiento
cabal del proceso. y de su contenido, padeceria el derecho de las
personas a cuyo favor deriven derechos del propio acto. El
emplazamiento edicta1 no cumple satisfactoriamente esas exigeli...
cias, pues, de un lado, no puede gravarse la posición de- los
particulares con la carga de conocer lo que publicaD, al respecto, los
periódicos oficiales, -y por otro lado, pOdría seguirse Que los
titulares de derechos se vieran privados de éstos sin haberle dado
oportunidad de disponer su defensa. .

Tercere.-En el caso concrete;¡ qu~- se suscita arite este Te, una
primera cuestión que plantea el recurso .consiste en dilucidar si eM
posible que estuviera legitimado para comparecer en el proceso el
recurrente en amparo, ya Que el artículo 29 de la U prevé que sea
parte demandada aquella de la que deriven, precisamente a su
tavor, derechos que le reconozcan los acuerdos recurridos, y por
otra pane. la Sentencia recurrida en amparo había anulado la
convocatoria del concurso a la plaza de Arquitecto de la Diputación
de Salamanca.

El acto de la convocatoria recurrida por el Colegio de Arquitec­
tos de León es un acto general no nonnativo en cuyo contenido
constaban las bases del concurso. también recurridas.

Dicho acto. en el momento en que se fonnaliza el recurso. es
decir. el día 30 de junio de 1983, y en el posterior momento de
interponer la demanda,. en fecha de 20 de septiembre de -1983,
constituye. por su naturaleza. un acto dirigido a una pluralidad
indeterminada de sujetos y distinto de los restantes actos del
Tribunal Que habia de resolver el concurso, Que son actos plurales
¡>ero dirigidos a aspirantes concretos y determinados. como sucede
con el posterior acto apiObatorio de lfl ,lista, a través del c:.lal se
conocen las personas que han solicitado tomar parte en las pruebas, ,
extremo que además no re'iultaba identificable en las actuaciones.
~.a que ~ólo constaba en la págil)a 9 del expediente 401/19i3 la
referencia a Que la lista provisional de admitidos y excluidos se
publicó ~n el «Bolctin Oticlal de la Provincia de SalamanCa» de 15

14803 Sala Primera. Recurso de amparo nÜm. 511I1984.
Sentencia núm. 83/1985; de 8 de julio.

La Sala Primera del Tribunal ConstituciQnal. compuesta por
don Manuel García~Pelayo y Alonso. Presidente; don Angel Latorre
Segura. don Manuel Diez de Velasco Vallejo. doña Gloria Begué
Camón" don Rafael GÓmez·Ferrer Morant y don Angel Escudero
del Corral, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente'

SENTENCIA

En el recurso de· amparo núm. 59/1984, formulado por el
Procurador don José Granados Weil, en representación de don
Gaspar Sala Tardíu, quien actúa en su calidad'de Presidente del
Sindicato Profesiónal de Músicos Españoles (SPME) y en nombre
propio, bajo la dirección del Letrado don Diego Salas Carhet,
contra Sentencia de la Sala Segunda de lo ContencioSo-Administra­
tivo de la Audiencia Territorial de Barcelona dictada en 21 dejunio
de 1983. En el recurso han comparecido el Procurador don Angel
Deleito Villa, en representación de la Sociedad «Emartea, Sociedad,
Anónima», bajo la dirección del Letrado don Juan Esteve Oriol: el
Procurador don Eduardo Muñoz-Cuéllar Pemia, en representación
de la Generalidad de Cataluña, bllio fa dirección del Letrado don
Ramón Castellas Morales, y el Fiscal ante el Tribunal Constitucio-­
ilal. Ha sido Ponente el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer'
Morant, Quien expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

Primero.-En 26 de enero de 1.984, el Procurador don José
Granados Weil, en representación de don Gaspar Sala Tardíu,
quien actua en calidad de Presidente del Sindicato Profesional de
~Iúsicos Españoles (SPME) y en nombre propio, como profesional
de la música, formula recurso'de amparo contra la Sentencia de la
Sala St:gunda: de lo Contencioso·Administrativo de la Audiencia

de abril de 1983, sin que apai'tzcan individualizados ni conste el
domicilio de los aspirantes a la plaza.

Cuarto..."Una segunda cuestión consistiría en determinar si la
parte recUJTente en amparo era conocida o edentificada a partir de
los datos que so dedUcian del escrito de interposición del recurso
y del expediente administrativo, a efectos de poder concretar si era
factible el emplazamiento personal de la parto recurrente en
amparo y este extremo sólo se puede concretar mediante el examen
de 1.. actuaciones judicial...

, A la vista de las mismas cabe conduir que el emplazamiento
personal no fue posible, ya que, oll ni1lgÚn momento,. la Sala de lo
Contencioso-AdministrativollOJÓ a conocer a loa destinatarios
concretos de la resolución adminstrativa,recurrida, y 1M) Cltuvietml
individ"aUzadoI en el expediente administrativo con la cona.'

.guiente imposibilidad del omplazamtenlo personal. . '
La identidad del solicitante del amparo se produce en la fa.. de

ejecución de la Sentencia de 28 de febrero de 1984. En efecto, una
vez que fue dietada (Klr la saJa de 10 Contencioso-Administrativo,

.de la Audiencia Temtorial de Valladolid la Sentencia recurrida se
dirigió por el órgano jurisdicciobal a la Diputación Provincial de
Salamanca una copia de esta resolución; La Diputación decide en
el punto segundo déI acuor<iode 30 de abril de 1994, dietado en
ejecución de esta resoltición: «Dejar sin efecto todas las actuaciones
posteriores, incluida la designación de don Enrique Tristán Ojausu·
reo como Arquitecto Superior de Urbanismo de la Diputación
Proyincial de Salamanca, en propiedad. Que fue nombrado como
resultado final de las actuaciones practicadas en el expediente de
referencia.»

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J,.E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION E5PANOLA

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don Enrique Tristán Ojaugu­
reno

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estado».
Dado en Madrid a 5 de julio de 1985.-Manuel García Pelayo

Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco
Vallejo.-Gloria Begué Cantón.-Rafael GÓmez·Ferrer
Morat.-Angel Escudero del Corral.-Firmados y rubricados.

Territorial de Barcelona de 21 de junio de 1983, recaida en los
Autos núm. 628 de 1982. de la que ha tenido conocimiento en 9 de
enero de 1984. El recurrente suplica se declare la nulidad de la
Sentencie. impugnada yla nulidad de actuaciones a partir del
momento procesal en que el actor debió ser citado personalmente
a juicio; asimismo suplica se réconozcca que no pudo tener
conocimiento del procedimiento judicial ya firme hasta el 9 de
enero de 1984, y se declare expresamente el derecho del SPME a ser
demandado de pleno derecho en la demand8.,coDtencíoso--adminis­
trativa entablada por la Empresa «Ema"ea, Sociedad Anónim"'.

La demanda se fundamenta en los Siguientes' antecedentes:

a) El SPME denunció en 31 de julio de 1981, ante el órgano
correspondiente de la Genoralidad-de Cataluña, que la Empresa de
espectáculos «martca, Sociedad Anónimo, que actuaba como
Empresa de compañia, venia representando determinada revista
musical en un teatro do la Ciudad Condal, figurando una plalltilla
de músicos inferior a'lareglamentaria, a ~ que, además. no daba
ocupació~ efectiva; señalando en la detluncia la nota de..reincl-aen­
da en la mencionada Einptes8.. .

b) Esta denuncia motivó ellevait-tamiento de- sendas actas de
infracción, núms. 852 y 853 de 1931, Clln propuesta de una multa
de 100.000 pesetas por cada una.· -.

c) La Empresa indit:ada opuso las alegaciones que estimó
convenientes, dictándose las ~rt1DeDtes resoluciones por las Que se
impusieron dos multas de 100.000 pesetas. .

d) La Empresa recurrió en alzada contra tales acuerdQs, siendo
desestimado el recurso. ' , •

e) InterplJe'to recuno contencioso-administrativo. ,recayó la
Sentencia estimatoria aqui impugnada, sin que el SPME, legítima­
mente demandable, fuera demandado ni tuviera conocimiento de
la demanda ·ni de la Sentencia hasta el dia 9 de enero de 1984, al
adjuntarse la Sentencia a un comunicado del Departamento de
Trabajo de la Generalidad de Cataluña, habiendo ignorado dicho
Sindicato las citaciones 't notificaciones impersonáles efectuadas a
través de) «Boletín Ofictal de la Provincia de Harcekma». '

t)_. En la demanda se efectúan. además. diversos raronamientos
sobre el contenido de la Sentencia impugnada.
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La funda,u;Jentaci6n juñdi~a de la pretensión es, sustancial-
mente, I~siguienle: .

al Úlalesación .principal es la de iJidefensión, por faltar el
""lnisito de la citación' personal que impidió al.SPME Ja defensa
de intereses profesionales irrenunciables, por los que había .velado
oportunamente al fonnular la demanda ante la autoridad adminis.
~¡~B competente. vulnerándose ~on .ello la garantía -de seguridad
¡uridlC& del art. 9.3 <le la ConstituCIón y ñmdamentalmente la
garantía de la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales, con
resultado de indefensión (art. 24..1 de la Constitución). .

b) El recurso contencioso-administrativo tiene carácter subje.
Uva y n9 pueden haCerse en él pronunciamientos que afecten _a
personas qne no bayan impotp,1ado la resolución objeto del proceso;
110 es poSible condenar en esle procedimiento sin audiencia. y la
:Bentencia nQ puede contener pronUKiamientos que .feet~n a QUien
debió ser demandado.

e) ~l SP.ME, al no tener conocimiento del ,recurso jurisdiccio-­
nal de la Empresa,entendi6 que la sanción acordada adritinistrati.
~~ente había sido plenam.~":t~ acata~a.

- Selundo,~PQr providencia <le 11 de abril siguiente, 'Ia Sección
arordo admltll' A.trámite la demanda de amparo mterpuesta por el
Sindi.cato Profesional de Músicos _Españoles. y Por personado y
pane, en representación Bel mismo, al Procurador don José
Granados. Weil, así como,en aplicación de lo d(~puesto en el arto
51 de la Ley ÜJ!ániéa del Tribunal Constitucional (LOTe¡,
requerir la remisióñ de te~timonio de las actuacione-s siguientes:

a) A la Sala Segunda de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Territorial de Barcelona. de las relativas a los autos
núm. 628/J982, en los que se dictó Sentencia con fecha 2.1 de junio
de 1983. .

b) A la DirecCión General de Relaciones Laborales de la
Generalidad de Cataluña. de las relativas a los expedientes admi­
nistrativos núms. 852/1981 y 853/1981, en los que se dictó
resolución con fecha 21 de mayo de 1982, desestimatoria del
recurso de alzada R.-53/1982 y 54/1982, interpuestos por la
Empresa ....Emartea, Sociedad Anónima»~ emplazándose por la
expresada autoridad judicial a quienes hubieran sido pane en el
·mencionado procedimiento, a excepción -de la Entidad recurrente.
Que figura ya personada. para que, en el plazo de diez dias.
pudie~ah comparecer en este proceso constitucional.

T-ercero.-Por providencia de :18 de julio de 1984, la Sección
acordó:

a) Tener por recibidas las actuaciones remitidas por la Direc­
ción General de Relaciones Laborales de la Generalidad de
Cata.luñ~ y la S~la ~egunda de lo Contenci05o-Administr~tivode la
AudIenCia Temtonal de Barcelona. -

b) Tener por personado y parte, en nombre y representación
de ~Ema~ea, Sociedad Anónirna», al Prócurador don Angel
Deleito Villa y al Procurador don Eduardo Muñoz~Cuénar Pernía,
en nombre y representación de la Generalidad de Cataluña.

c) De conformidad con lo establecido en el arto 52.1 de la
LOTC, dar vista de las presentes actuaciones y de las remitidas por
la Audiencia ae Barcelona y Generalidad de Cataluña al Ministerio
FiscaL parte recurrente y Procuradores personados, señores Deleito
Villa v Muñoz·Cuéllar Pemía, a fin de que, en el plazo de veinte
días, tormula~n las alegacio~es que estimasen pertinentes.

. Cuarto.-En 5U escrito de alegaciones, la representación procesal
de «Ernartea, Sociedad Anónima», solicita-Ja desestimación del
recurso, por concurrir determinados defectos formaJes o subsidia~

riamente la denegación del recurso a prueba,- con el fin de .acre4itar
lo conducente a la caducidad de la acción.

·Por lo que respecta a la inadmisibilidad del recur~, dicha
representación entiende que: .>

. a) En el recurrente no concurre el requisito exigido en el arto
46. Lb) de la LOTe. para' un sopuesto como kte de pretendida
'Violación jurisdiccional eje derecbos y libertades fundamentales.
por Jo Que carece de legitUñaciÓD activa.

b) El demandaBte no ha interpuesto el previo y preceptivo
recurso de apelación COlltra la Sentencia impugnada en amparó, de
acuerdo con lo establecido en el art. 94.2.b), en relación oon los
arts. 39.4,94.1 y 10. Le) deJa U, con Jo que incumple también el
requisilO es\,!blecido en el arto 44.l.a) de la LOTe.

e) No se ha hecho tampoco la invocación formal en el proceso
del derecho constitucional supuestamente vulnerado, por lo que no
se cumple el ""luisito exigHUo por el arto 44.l.c) de la LOTe.

d)Se ha rebasado en .mucho eJplazo ,de interposición del
recurso de amparo exigido en el arto 44.2 de·la LOTC, ya que el
demandante tenía conocimiento de la Semencia impu.gnada, como
mínimo, en octubre de 1983, a raiz de sendas denuncias formuladas
por aquel ante las respectivas Direcciones Provinciales de Trabajo
en relación con obras representadas en Zaragoza y Madrid.

La representación de «Emartea. Sociedad Anónima», solicita a
continuación de este Tr'ibuhal que. habida cuenta de la residencia
habitual en Barcelona del Letrado que le asiste, que no ha podido
examinar 105 autOs, examine de oficio:

. a) La suficiencia o no del poder del Procunwor del recurrente.
b) La relevancia juridica de la ausencia del «visto bueno del

PresIdente del SPME en el certificado librado por su Secretario el
2& de .enero de 1984, anexo a la demanda, por el Que se acuerda la

, designación del Procurador~ de la falta de aportación de certifica­
ción del acuerdo' colectivo de interponer el presente recurso de
amparo. S'. por último, de la no aportación de los correspondientes
Estatutos del SPME, Estatutos que ac1ararian los órganos y cargos
de dicho Sindicato Que ostentan las facultades de decisión para
recurrir y represe~tar a la Entidad en, cuestión.

En cuanto a la cuestión· de tondo, la misma representaclon
entiende Que:

-a) No existe violación alguna del derecho constitucional a la
tutela jvdicial efectiva, ya. Que el SPME actuó en el previo
expediente administrativo como mero denunciante, no como
utular de un derecho, sino como defensor -en tanto que organiza~
ción sindical- de .los inleresespenonales, pretendidamente legíti­
mos. de .Ios afiliad9s de aquélla.

_b) No cabe invocar, como hace el demandante. las Sentencias
de esle Tribunal de 31 de mano de 1981 y 20 de octubre de 1982,
ya que en -estos casos se estaba ante titulares de derechos personales
y legítimos, vencidos en pleito arque nO'habían sido llamados de
forma persona1.

c) "lo sumo. el SPME podía tener únicamente un interés en
el mantenimiento de las sanciones impuestas en vía administrativa.
sin Que de ellas derivaran derechos a su favor. lo que. supone tan
sólo, en el mejor de los ca50S. la condición de coadyuvante, pero
no la de parte demandada. condición de'coadyuvante que tambien
podría ostentarla en dicha litis ceoo., UGT.'o cualquier otra
Central Sindical aun sin haber sido denunciante; y

d) El emplazamiento por edktos en este caso de los posibles
coadyuvantes resulta totalmente ajustado a.de~hoy a la Constitll­
ción vello incluso, en el negado supuesto de que ~I SPME se le
conceptuase"como posible demandado dada la singularidad del
procedimiento administrativo laboral sancionador y su diferente
aevenlr procesal respecto de los casos contemplado en las ~ent('n-

cías citadas. .

Quinto.-EI Ministerio Fiscal, en su escrito de altgacioncs.
interesa de este Tribunal que dicte una resolución por la que Sol'

deniegue el amparo solicitado. A lal efecto Se formula las !oiguiente!>
alegaciones:

a) Aunque quizá existan razones para atender que la demanda
se ha interpuesto fuera de plazo. el que no haya constancia de que
se conoció suficientemente el contenido· de la Sentencia impug­
nada, combinado con el principio por ac!ione, debe llevar a no
plantear formalmente. esta posJble cau:;a de inadmisiéln y entrar a
analizar el fondo del asunto.

b) La demanda parte que el SPME es legitimamCnlE' demanda­
ble, bien por su condiCión de denundante. bien por deri"ánelr
derecho del acto impugnado. Ahora bien. en parte algun~de la LJ
se establece que la condic;ión de denunciante, por si sola. otorgue
la consideración, de parte demandada, porque el denunciante no
tiene forzosamente derecho o inte,rés en lo que denuncia. sin que
sea de aplicar aquí lo dispuesto en el arto 23, a), de la LPA, ya que
quienes denuncian no promueven el expediente, sino que avisan o
dan notic;ia de ciertas infracciones, como ocurrió en eJ presen!c
caso. La simple condición'de denunciante no otorga, pues. legitima­
ci6n pasiva alguna en el 6mbito eonteneioso-administrativo.

e) Si se parte de que el objeto del proceso contencioso fue
exclusivamente impugnar unas sancioQ-es,pecuniarias -aunque en
los fundamentos juridicos de la Sentencia. pero no en el fallo. se
hicieran consíderaciones que pueden afectar a los m.usicos profesio­
nales-, dificil es encontrar un derecho que se derive del mismo en
favor del SPME, pues mantener o no las multas impuestas en nada
podía favorecer .0 perjudicar' a los músicos .en su condición
profesional, por lo que tampoco puede decirse Que en virtud de lo
dispuesto en el ano 32 de la U el SPtdE tuviera la consideraCión
4e parte demandada. .

d) El Ministerio Fiscal examina también si el SPME podía
haber comparecido como coadyuvante. A tal efecto indica que. aun
dando al concepto de interés directo una inmoderada amplitud. el
interés en la denuncia efectuada por aquél suponía la d¡;fensJ. de los
intereses profesionales dé su grupo, pero no que se mantu\ lcran las
sanciones impuestas, biell enlendido Que los efectos del proceso en
los músico!> profesionales son prácticamente nulos.

Aunque de haber comparecido en el proceso debrría haberse
tenido al SPME como coadyuvante. a juicio del Ministerio Fiscal
no parece razonable exigir al Tribunal (:anteneioso que haga por si
y ante sí un juicio previo para establecer si determinada persona o
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grupo profesional puede tener o no ¡nleres a los efectos· de
emplazarlos directamente o. dicho de otro modo. del hecho de que
de haberlo intentado deberían haber recibido la cohdición de
coadyuvante, no se desprende que al no haber sido emplazados
directamente se les haya causado indefensión.

e) Este Tribunal. en todas las resoluciónes en Que ha declarado
que se le habia causado indefensión a una persona por no haber
sido emplazada directamente se ha referido. sin excepción, a la
parte demandada. es decir. a personas o Entidades directamente
beneficiarias de1 acto impu,nado. En cualquier caso, el tratamiento
procesal de la llamada a jUicio de un coadyuvante no puede ser la
misma que la de quien tenga la consideración de demandado y.
además. el emplazamiento personal ha de ser factible. El recurrente
en el proceso ante la Audiencia de Barcelona no hizo mención·
alguna del SPME, y aunque la Sala de lo contencioso, al recibir el
expediente administrativo, pudo conocer quién habia sido el
denunciante. de ahi no se deriva la exi¡encla de que de ello se
dedujera la eXistencia de un interés directo como para proceder a
un emplaZamiento directo del mismo. pues no parece razonable
exigir a un Tribunal que agiHce su investtgación para detenninar si
se da algún interés directo para proceder a la convocatoria personal
de los eventuales coadyuvantes.

f) En conclusión. no fue racionalmente factible convocar de
modo directo a quien ahora reclama el amparo y, por consiguiente,
no puede decine que hubiera omisión por parte de la Audiencia de
Barcelona que constituyera lesión de un derecho fundamental.

Sexto.-En el escrito de alegaciones de la Gener.tlidad de
Cataluña se solicita que se declare la inadmisibilidad del recurso y,
por consiguiente, que no ha lugar al amparo solicitado con base,
fundamentalmente en los dos m~tivos siguientes:

a) Que al recurrir a la figura del IitiHonsorcio pasivo necesa~

no para basar en la supue'ilta falta del mismo su derecho a obtener
el amparo, el demandante está planteando una cuestión que se
enmarca en el ámbito de la legalidad ordinaria, que no puede ser
examinada dentro del cauce del recurso.

b) Que es reiteradísima la jurisprudencia del Tribunal
Supremo en el sentido de que el hecho de haber sido denunciante
dt determinados actos Que pueden ser constit~tivos de infracción
00 conduce. por sí solo. a la consecuencia de que el. denunciante
deba ser tenido como pane en el proceso que pueda seguirse a raíz
de la denuncia.

Séptimo.-Por ultimo. la representación procesal del recurrente
solicita la estimación del amparo en los términos expuestos en la
demanda, reiterando los argumentos contenidos en la misma e
iosistienQo en que:

a) El SPME promovió las actuaciones administrativas tenden~

tes a corregir una situación de incumplimiento de normas labora·
les. con perjuicio de los profesionales de la música. aunque en el
expediente administrativo remitido a la Sala de la Audiencia no se
incluyera el escrito de denuncia presentado por el SPME y la
contestación dada al mismo por la Jefatura de la Inspección
comunicando haberse sancionado "la existencia de la infracción
denunciada.

b) Esta Entidad ejercitó derechos legítimos al promover con
su denuncia las actuaciones administratiVas en las que le fue
impuesta la multa a «Emartea.. S: A.».

c) Al promover tales actuaciones;, el SPME ostentó la condi­
ción de parte interesada conforme a la LPA. y en tal condición
debió de ser demandado por la entidad actora y ser emplazado
personalmente' por la Sala de lo Contencioso de la Audiencia
Territorial de Barcelona.

Octavo.-De la documentaéióo aponada por el actor y de las
actuaciones recibidas resultan·los siauientes extremos de particular
interés a los efectos de la resolucióp del presente recurso:

a) El poder otorgado por el actor -aportado con la demanda­
es un poder general para pleitos otorgado en 24 de enero de 19~4

ante el Notario de Madrid don Antonio de la Esperanza Martinez I

Radio. En el acto de otorgamiento interviene don Gaspar Sala
Tardíu como Presider)te, en' nombre y representación del SPME.
. _Como d:ocumento unido a.la escrit.ura de ~er figura cenif!ca.

Clon expedIda ~r el Secretano del'atado Slndtcato; con el VIsto
bueno del PreSIdente. firmado oor uno v otro. En dicha certifica­
ción consta que en el acta levantada al efecto, corresPondiente a la
reunión celebrada por el Comité Nacional del SPME en 12 de enero
de 1984, figura el acuerdo de facultar al Presidente del SPME, don
Gaspar Sala Tardiu, para que. en nombre de dicho Sindicato y en
el suyo propio, designe Procurador para interponer recurso de
amparo' contra la Sentencia de 21 de Junio de 1983.

b) La representación de la pane aporta también el escrito de
denuncia dirigido al órgano correspondiente de la Generalidad de
Cataluña que formuló don Sebastián Ribas L1avería. Presidente del
SPME. en 29 de julio de t 984 contra la Empresa «Emanea, S. A.».

c) De las actuaciones recibida5 resulta que por providencia de
6 de septiembre de 198:2. la Sala Segunda de lo Contencioso-

Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona acordó
publicar en el «Boletin Oficial de la Provincia de Ba~lon8» el
preceptivo anuncio a los, efectos que previenen el artículo 64 de la
Ley de Jurisdicción Contentioso-Administraliva, 10 que se lIe"tl'ó a
efecto en el dloletin Oficial dd Estado» el <!la 20 de septiembre de
1982. y asimismo reclamar el órgano demandado el expedienle
administrativo.

En el expediente administrativo remitido a dicha Sala, el SPME
no aparece mencionado en modo alguno. Mención que tampoco
aparece en las actuaciones del recurso contencioso que finalizó con
la Sentencia impuanada. _ .

d) Por providencia ele 21 de septiembre de 1983, la Sala
Se1lunda de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Terri·
torial de Ban:elona declaró firme la .Sentencia aqul impusnada al
no ser ..usceptibl~ de apelación la Sentencia dictada en este
procedimientOlt. ~~. .

Noveno.-Por providencia del dia 19.de junio de 1985, la· sala
acordó no acceder a la prueba solicitada por «Emartea, S. A.", por
no estimarla necesaria en el momento, actual para la decisión del
recurso y sin perjuicio de lo que, en su caso, pueda acordarse por
diligencia para mejor -proveer. En la misma diligencia se. acordó
señalar para deliberación y votación el día 26 siguiente.

11; FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-En el presente recuno se han suscitado dos tipos de
cuestione~ siguiendo un orden lógico, hemos de examinar en
primer lugar las relativas a la existencia de causas de inadmisión
del recurso, que en esta fase procesal serian de desestimación, y en
segundo ténnino, la referente a la violación del arto 24,: 1, de la
Constitución, que se .habría producido por no haberse emplazado
de modo personal y directo en el proceso contencioso-administra~

tivo a los solicitantes del amparo.
Segundo.-En primer lugar nos referiremos a fas cuestiones de

carácter formal relativas a la existencia de causas de inadmisión del
recurso suscitadas por la representación de «Emartea, S. A.»; son
las siguientes:

a) La falta de legitimación activa de la demandante deriva. a
juicio de «Emartea, S. A.», del hecho de que no concurre en el
recurrente el requisito exigido por el' arto 46, 1, b), de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC), el cual, en conexión
con el artículo 44 de la propia Ley, establece que están legitimados
para interponer recurso de amparo contra resoluciones judiciales
Quienes hayan sido parte en el proceso judicial correspondiente.

La Sala no estima fundada dicha alegación. dado que en el
presente recurso la cuestión de fondo radica en determinar si la
falta de emplazamiento personal ha vulnerado el arto 24, 1, de la
Constitución; exigir a quien alega su indefensión en ~I proceso
contencioso por no haber sido emplazado personalmente. que
hubiera sido parte en el mismo, supondría llevar a cabo una
interpretación rlgida y formalista del art. 46, 1, h), de la LOTC, que
este Tribunal no ha aplicado en ninguno de los casos anteriores en
que se ha planteado la misma cuestión de fondo.

b) Se alega también que el demandante ha incumplido el
requisito exigido por el art. 44, 1, a), (le la WTC, de haber asotado
todos los recursos utilizados dentro de la viajudi~ a cuyo efecto
debió haber interpuesto el previo y preceptivo recurso de apelación.

La Sala 110 eomparle esta alegación por dos razones: En primer
lugar, porque no puede exigirse que se agote un· recurso que la
propia Sala de lo Contencioso, autora de la Sentencia impugnada,
declara improcedente (antecedente 8ed), y en segundo términO,
porque la Sentencia aqul impusnada habla sido declarada firme
.cuando el demandante -«aUn manifiesta- tuvo conocimiento'de la
mtsma. _,. .

c) La propia Empresa «Emartea, Sociedad Anónil11ll», ...
que tampoco se ha producido la Invocación dd Derecho funda­

. mental vulnerado, según exige el artículo 44.l.c) de la LOTC.
La Sala tampoco estima que esta '!1OJ8..cióD sea fundada. En

definitiva. resulta claro que 110 puede eJUSirse esta invocáCión e
quien no ha sido pone en el proceIQ, previo, pues no ha tenido
ocasión para efectuar tal invocacióD. Problema distinto -que es
justJmente la euestión de fondo--'es si debi& O no se emplazada
penonalmente, y si con ello se ha vulnerado o no el articulo 24.1
de la Constitución y se ha producido O no indefensión.

d)En cuanto a la extrem~neidad del recuno [amo 50.1.0)
y 44 2 de la WTC)], la posIble concurrencia de esta causa de
tnadmlsión, que en la fase actual seria de desestimación. sólo
tendría trascendencia en el caso de:'que no concurrieran ot1ll5
razones que dieran lugar al mismo feIUltado¡ razón por la cual. y
en atención a criterios de econornfa procesal, la Sala dictó la
providencia de 19 de junio de 1985 (antecedente 9).

e) . Finalmente, respecto al examen de oficio por este Tribnnal
de los aspectos que especifica la misma represeniacíón, la Sala
entiende que el poder es suficiente en cuanto al SPME, ya que se
otorga ante Notario por don Gaspar Sala Tardíu en su calidad de
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Presidente.. de dicho Sindicato. calidad Que viene certificada oor el
Secretario de éste con el visto bieno-del propio Presidente. en cuya
cenificación consta el acuerdo del 'Comité Nacional gel mismo en
105 términos ya señalados {antecedente 8.a»); por otra parte. la Sala
no estima que fuera impreSéindible la aportación de los Estatutos
del SPME, dada la documentación acompañada.

Tercero.-La re"presentación de la Generalidad de Cfltaluña
aduce dos causas de inadmisibilidad del recurso que la Sala no
puede compartir. De una pane. resulta claro que la cuestión
suscitada no es de mera legalidad, afinnación que no 'Precisa de mayor
razonamIento, dada la eXistencia de una relteradislma junspruden·
cia del Tribunal acerca de la posible incidencia y, vulneración del
artículo 24.1 de la Constitución en los supuestos en que, siendo
procedente desde la perspectiva constitucional. no se ha producido
el emplazamiento personal. Ydeotrll, la alegación de que el hecho
de ser denunciante no conduce por sí mismo a que deba ser tenido
como parte en el procedimientQ que' deba seguirse 11 raiz de la
denuncia, no es propiamente una cuestión que afecta a la admisibi­
lidad del recuno. sino al fondo de la cuestión planteada en orden
.. la -procedencia o no del emplazamiento. .
:" _Cuarto.-Entrando ya en el fondo ~el recurso'- la parte actora
entiende Que se ha vulnerado el artículo 24:1 de.la Constitución.
por estimar que debió 'Ser emplazada directa y personalmente en el
proceso cbntencioso-adminittrativo ante la Audiencia Territorial
de 'Ba~)ona, y que, al no haberlo sido. se ha producido su
iñdefensión.

Para resolver esta cuestión. debemos efectuar unas considera­
ciones previas acerca del artículo 24.1 de la Constitución. y de la
jurisprudencia del Tribunal relativa a su interpretación, en cuanto
Interesa para la decisión del recurso.

a) El artículo 24.1 de la Constitución establece el derecho de
- todas las personas a obtener la tutela efectiva de los Jueces y
Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legitimas, sin
que en ningún caso pueda producirse indefensión. Este derecho
fundamental, según ha declarado el Tribunal, comprende el de
acceso a la tutela judicial. el de conseguir una resolución fundada
en derecho. sea o no favorable a las pretensiones del actor. y el de
obtener-la ejecución de la Sentencia (Sentencia. entre otras. número
4/1984, de' 23 de enero; «Boletín Oficial del Estado» de 18 de
febrero, FJ-4).

b) En relación al derecho de acceso a la justicia, el Tribunal ha
puesto de relieve Que el articuló 24.1 de la Constitución contiene
un mandato implícito al legislador -y al intérprete- consistente en
promover la defensa, en la medida de lo posible, mediante la
correspondiente contradicción. Lo Que conduce a establecer el
emplazamiento personal a los que puedan comparecer como
demandados -e incluso coadyuvanteS--:, siempre que ello sea
factible. como puede ser cuando sean conocidos e identificables a
partir de los d:atos que se deduzcan del escrito de interposición df"1
recurso contencioso o del expediente (Sentencia numero 9/1981. de
31 de mario; «Boletin Oficial del Estado» de 14 de abril. FJ-6). En
esta línea de razonamiento, y sin perjuicio de precisiones ulteriores,
el Tribunal ha afirmado... con relación a la Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Adiministrativa, que el emplazamiento por edictos en
el «Boletín Oficial del Estado» (o en el «Boletín Oficial» de la
provincia cuando se trata de recursos ante las Audiencias) no
garantiza en medida suficiente la defensa de quienes están legitIma­
dos para comparecer como demandados en procesos que inciden
directamente en sus derechos o intereses (Sentencia número
63f) 982, de 20 de octubre; «Boletín Oficial del Estado» de 17 de
noviembre, FJ-3). A partir de estas Sentencias, el Tribunal ha
declarado en múltiples ocasiones que es exigible el emplazamiento
personal cuando los leaitímados como parte demandada fueran
conocidos e identificabfes a partir' de los datos que figuran en el
escrito de interpOSición del recurso contencioso-administrativo, en
el expediente administrativo o en la demanda, y que, en estos
supuestos, la falta de dicha emplazamiento supone una vulneración
del articulo 24.1 de la Constitución; -ello, con las precisiones que
exponemos a continuación.

c) El Tribunal ha declarado tambien que la falta de emplaza­
miento personal es una infracción que sólo deviene lesión inconsti­

.tucional cuando. pese a haber mantenido eJ ciudadano una actitud
diligente, se ve colocado en una situación de indefensión. Pero
cuando tal diligencia no ·existe, la lesión tampoco, pues, de otro
modo, la protección ilimitada del derecho del no emplazado (que
transformaría ese derecho en un requisito pura y rígidamente
formal conllevaría, en su automatismo. el sacrificio del derecho a
la tutela judicial efectiva del quien, actuando de buena fe, fue pane
en el proceso contendoso-administratiVD y se creia. protegido por
la paz -y seguridad jurídica Que implica la institución de la cosa

juzgada (Sentencia número 56/1985. de 29 de abril: «Boletín Oficial
del Estado» de 18 de mayo. FJ-4).

Quinto.-La doctrina expuesta nos conduce ya a entrar en el
examen de si el artículo 24.1 .de la Constitución ha quedado
vulnerado por la Sentencia impugnad'J.

a) En cuanto al SPME. resulta claro que el emplazamiento
personal no era exigible al Organo judicial. dado que el mismo no
era conocido ni identificable para la Sala 2. 8 de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona a panir de
los datos que figuraban en el escrito de interposición del recurso.
en el expediente administrativo o en la demanda [antecedente 8.c)).
Por ello procede "desestimar el recurso formulado en nombre del
mismo.

b) Por otra parte, a mayor abundamiento, debe señalarse que
Quien, creyéndose titular de un derecho o interes legitimo. se
presenta ante la Administración competente como denunciante -\'
no como interesado. de acuerdo con el artículo 23 de la Ley de
Procedimientq Administraúvo- no actúa con la ·diligencia debida
para la defensa de los derechos e inlereses de que a su juicio es
titular, al objeto de poder exigir. desde la perspectiva constituóo­
nal, _que la Sala de lo Contencioso le atribuya urla condición
distinta de aquella en la: que ha actuado, a los efectos de emplazarle
personalmente. Por ello. el SPME. Que se limitó a efectuar una
denuncia ante la Administración. no puede pretender, fund~da­

mente Que se vulnera el articulo 24.1 de la Constitución por el
hecho de Que el Organo judicial no le haya atnouido. en su
beneficio. una posesión jurídica distinta de la asumida voluntaria-
mente por el mismo. .

c) Aun cuando el recurso de amparo se haya centrado en su
desarrollo en torno al recurso interpuesto por el SPME. la Sala deb-:­
poner de manifiesto que don Gaspar Sala Tardíu (antecedeúte 1)
actúa también en nombre propio. como profesional de la música.

Pues bien. resulta obvio Que en ningún caso procedía el
emplazamiento del- señor Sala Tardíu. Quien no ·era conocido ni
identificable a partir de los datos que figuraban en el escrito de
interposición del recurso contencioso, en el ex.pediente o en la
demanda. y cuyo nombre ni tan siquiera figuraba en el escrito de
denuncia [antecedente 8.b»).

Sexto.-Las consideraciones anteriores conducen a la conclUSión
de qUf procede desestimar el recurso. Resulta oportuno. sin
embargo. efectuar unas consideraciones complementarias sobre el
contenido del fallo, dadas las pretensiones formuladas por la parte
actora (antecedente 1). .

En reJación con este punto. conviene recordar que el objeto del
recurso de amparo se circunscribe a la protección de los derechos
v libertades fundamentales incluidos en su ámbito (art. 41.1
LOTC), debiendo limitarse el Tribunal cuando conozca de recurso~

contra decisiones judiciales. a concretar si se han violado tales
derechos o libertades y ,a preservarlos o establecerlos (art. )4
LOTC); en consecuc;nda. la Sent.encia que estime el recurso
contendrá alguno o algunos de los pronunciamientos a que se
refiere el artículo 55.1 de la LOTe en orden a la declaración de
nulidad de la resolución que haya impedido el pleno ejercicio del
derecho o libenad susceptible de amparo. reconocimiento y resta­
blecimiento del mismo. .

En el presente caso ha quedado ya justificado que el derecho
fundamental consagrado en el artículo, 24.1 de la Constitución flü

ha quedado vulnerado por la Sentencia impugnada. Por ello. no
procede ni declarar la nulidad de tal Sentencia, ni de las actuacIO­
nes, ni reconocer como ~vulnerado tal derecho, o libertad. ni
restablecer al recurrente en 1.. integridad deJ mismo. Es' decir.
dentro del ámbito propio del recurso de amparo y de los pOSibles
pronunCIamientos del I nbunaJ, procede declarar. úDlcamente la
desestimación del recurso.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.

POR LA AUTORIDAD QUE J..E C0NFlERE I.A CONSTITU­
ClON DE LA NACION ESPANOI.A.

ha deCidido
Desestimar el 'recurso.

Publíqucse esta Sentencia en el «Boletín Oficial del. Estado».

Madrid, ocho de julio de mil novecientos ochenta )
cinco.-Manuel García-Pelayo y Alonso .....Angel Latorre
Segura.-Manucl Díez de Velasco Vallejo.-Gloria Begué Can­
tón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angcl Escudero del
Corral.-Firmados y rubricados.


